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Introducción
[bookmark: _Toc474257115]Los efectos del cambio climático han provocado que a nivel global el modelo de negocio de las empresas manufactureras cambie, en este contexto la toma de decisiones de los empresarios está condicionada por las acciones e incentivos que apliquen los gobiernos entorno a cuidado del medio ambiente. En el Ecuador a partir del 2008 se enfrenta a un nuevo modelo de desarrollo conocido como Buen Vivir donde se plantea políticas orientadas a un desarrollo sustentable, en este sentido, durante el año 2012 se implementó la política pública conocida como Estrategia Nacional de Cambio Climático, donde se busca que las empresas manufactureras realicen procesos de protección al medio ambiente en sus procesos de producción con el fin de reducir las emisiones de GEI. Por tal motivo, la investigación tiene un enfoque cuantitativo, alcance exploratorio causal y diseño cuasi experimental, donde se utilizará información de la EIAEE y se aplicará un modelo de diferencias en diferencias para evaluar la incidencia de la política pública.
Revisión de la Literatura
	La política pública, en el ámbito de la protección del medio ambiente, formó parte de un conjunto de herramientas de análisis del crecimiento económico sustentable para un país, donde se profundizó el conflicto social sobre el uso del medio natural como insumo del desarrollo económico (Labandeira, León, & Vázquez, 2007). La literatura planteó un importante debate sobre la forma de interacción entre la población, el tipo de crecimiento y la calidad ambiental, donde el crecimiento económico se orienta a satisfacer las necesidades básicas de la población mientras se generó un problema de deterioro ambiental (Pearce, Barbier, & Markandya, 2013). Finalmente, el estudio del crecimiento sustentable se inició con la aparición del indicador de kuznets ambiental donde se relaciona la calidad ambiental y crecimiento económico a través de una curva U invertida (Ayres & van den Bergh, 2005). Por ende, la política pública orientada a la protección ambiental debe enfatizar en implementar estrategias que alcance un desarrollo sustentable (Riera, 2005).
Barrow (2006) mencionó que la política pública interviene en los escenarios donde los recursos naturales y ambientales se utilizan como factores de producción logrando que el mercado ofrezca productos de consumo mejorando el bienestar de la población. Sin embargo, la producción de dichos bienes generan costos sociales conocido como externalidades que es el efecto negativo o positivo que genera un proceso de producción a un tercero que no está involucrado en el proceso (Labandeira et al., 2007). Por tanto, la política pública debe buscar reducir o eliminar la externalidad negativa a través de medidas o reglas de control a los procesos productivos que generen costos sociales o disminuyan el bienestar de la sociedad (Riera, 2005).
Una de las medidas de la política ambiental fue la aplicación de impuestos tanto para el productor como para el consumidor (Labandeira et al., 2007). El impuesto al productor genera un efecto de disminución de la cantidad producida y del precio que recibe el productor lo que afecta su beneficio. Esta medida ayuda a disminuir los niveles de afectación al medio ambiente a través de la reducción de productos que crean externalidades negativas a la sociedad. Por otro lado, un impuesto aplicado al consumidor afecta directamente al excedente del consumidor haciendo que las cantidades consumidas sean menores y por ende la producción de los bienes disminuyan (Riera, 2005). Holanda tiene amplia experiencia en la aplicación de impuestos para controlar la contaminación en el agua, donde a través de la Ley de Contaminación de Aguas del año 1970 se prohibió la emisión de contaminantes. El efecto de la política ambiental durante los años 1969 y 1990 provocaron que las emisiones de materia orgánica pasen de 33,0 a 8,8 millones de toneladas equivalentes. (Haasnoot & Middelkoop, 2012).
En el desarrollo de la política pública ambiental los impuestos han ayudado a disminuir los niveles de contaminación al medio ambiente, igual efecto se pudo lograr con la aplicación de subsidios a la reducción de emisiones de contaminantes, es decir, la autoridad paga una determinada cantidad a la empresa contaminante por el número de toneladas de emisiones reducidas (Riera, 2005). En Estados Unidos en las ciudades de Chicago y Delaware durante el año 1992 se aplicó dos proyectos para lograr el retiro de un centenar de automóviles viejos. En Francia durante el año 1994 se aplicó un programa similar al de Estados Unidos donde los usuarios recibían alrededor de 950 euros para reemplazar sus vehículos (Helveston et al., 2015).  Políticas similares se aplicaron en varios países europeos y latinoamericanos con el fin de renovar el parque automotor público y comercial (CAF, 2011).  
Otros mecanismos de política pública para la protección al medio ambiente han estado relacionados con los derechos de propiedad propuestos por Ronald Coase en el año 1960 (Coase, 1960). Los gobiernos han otorgado a las empresas licencias o permisos para contaminar previo pago de una tasa compensatoria y la presentación de planes de manejo ambiental que demuestre el control y diminución de los daños ambientales (Labandeira et al., 2007). A partir de la aplicación de licencias los países han iniciado fuertes procesos de regulación y control sobre las actividades productivas contaminantes realizadas por las empresas, por ende, las empresas iniciaron estrategias de gestión para la protección al medio ambiente que cumplan con los requerimientos de las entidades gubernamentales de control (Ceschin & Vezzoli, 2010). 
Los objetivos de la política pública tienen una fuerte dependencia de los mecanismos de implementación, ya que, son afectados por factores tanto endógenos como exógenos. La implementación de la política debe ser clara y precisa y que logren ayudar a las instituciones a alcanzar una igualdad de oportunidades para la sociedad (Holcombe, 2000). De la misma manera, la estructura y el rol de las instituciones en la creación de reglas y normas han sido importantes para el éxito de la implementación de la política, de la misma manera, el análisis del comportamiento social y sus niveles de reacción ante la política son factores determinantes para valorar si una política es buena o mala (Roth, 2008).   
Los programas públicos se diseñaron para alcanzar ciertas metas y beneficios que para entender y cuantificar el verdadero impacto de la política pública sobre los beneficiarios es necesario la aplicación de métodos sofisticados de evaluación (S. Khandker, B. Koolwal, & Samad, 2009). Los programas de desarrollo y de políticas se diseñaron para ejercer un efecto importante en el crecimiento del ingreso, promover la educación, reducir las enfermedades o mejorar las habilidades tecnológicas de la población (Gertler, Martinez, Premand, Rawlings, & Vermeersch, 2016).  Por tanto, los métodos de evaluación de impacto se convirtieron en una parte importante de la agenda de la política pública de los gobernantes, ya que, los resultados de evaluación proveen un conjunto de herramientas que los stakeholders pueden utilizar para verificar la calidad, eficiencia y efectividad de la política (Holcombe, 2000).
La evaluación de impacto de la política pública se categorizó en dos enfoques (a) prospectivo y (b) retrospectivo. Las evaluaciones prospectivas se realizaron de manera conjunta con el diseño e implementación de los programas, mientras que las evaluaciones retrospectivas se realizaron después de la implementación considerando grupos de tratamiento y control (Khandker et al., 2009). El enfoque de evaluación ha variado en la manera de cuantificar la efectividad del programa público, ya que, la efectividad se debe dar en circunstancias normales de aplicación de la política sobre los potenciales beneficiarios. Esta acción ha generado una validez externa que motiva a los responsables de la política mejorar la toma de sus decisiones programáticas (Moran, Rein, & Goodin, 2008). Finalmente, la habilidad de reconocimiento de las particularidades de la efectividad del programa público ha sido clave para el investigador responsable de la evaluación de la política (Vedung, 2009).  
En el proceso de evaluación se considera dos conceptos claves (a) inferencia causal  y (b) contra factual. La inferencia causal se inicia de la pregunta de análisis de evaluación para determinar un efecto causal de la implementación del programa, sin embargo, analizar la causa y efecto de un programa no involucra identificar una relación causal, ya que, este proceso no es sencillo (Gertler, Martinez, Premand, Rawlings, & Vermeersch, 2011).  La respuesta al efecto causal se obtiene mediante la formulación básica de evaluación de impacto:
α = (Y|P=1) - (Y|P=0)             (1)
Donde, el valor del impacto de un programa (α) es el resultado de la diferencia entre el efecto (Y) con el programa, es decir, cuando P=1, y el efecto (Y) sin programa (P=0) (Khandker et al., 2009). Sin embargo, es difícil analizar el efecto de un programa en dos situaciones simultaneas para el mismo caso de estudio, esta situación se la conoce como problema contra factual, es decir, identificar un grupo de estudio donde el programa (Y) no tiene efecto (P=0) manteniendo las características particulares del grupo de estudio analizado con programa (P=1) (Vedung, 2009). Si el impacto estimado (α) representa un estimador de intento de tratar (IDT) cuando el programa se ha ofrecido independiente de participar o no en el programa, al contrario, si la estimación de (α) se aplica  sólo a los individuos que participa en el programa se denomina tratamiento de tratados (TET) (Blundell, Laisney, & Lechner, 2008). Sin embargo, se pueden generar dos estimaciones falsas del contra factual a través de (a) comparaciones antes-después y (b) comparaciones con y sin programa, que pueden afectar la validez del método de evaluación.
La figura 4 muestra el impacto que produce la intervención medido por la diferencia entre el grupo de tratamiento y el contra factual. La estimación del contra factual no sencillo, ya que, existe el riesgo de un sesgo potencial en su selección (Knoepfel, Larrue, Varone, & Hill, 2011). Los programas se implementan en entornos complejos donde existen factores que son difícil de controlar influyendo en los resultados de estimación del impacto. La identificación del contra factual se debe realizar a través de una asignación aleatoria que permita reducir los niveles de sesgo, tal que, el contra factual ideal sea el más similar al grupo de tratamiento (Gertler et al., 2016). Para el análisis de la importancia de la aleatoriedad en la política ambiental Kremer, Leino, Miguel, & Peterson (2007) realizaron una evaluación de la influencia de la calidad del agua en la prevalencia de la diarrea en los niños de Kenia, mediante el uso de un marco aleatorio usando una técnica de selección discreta. Los resultados mostraron que las personas están dispuestos a pagar por la calidad del agua y son conscientes del beneficio para la salud de los niños.
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[bookmark: _Toc474257142]Figura 1. Efecto causal y contra factual.
Tomado de “Impact Evaluation in Practice,” por Gertler, P. J., Martinez, S., Premand, P., Rawlings, L. B., & Vermeersch, C. M. J., 2011.World Bank Publications. Recuperado de https://openknowledge.worldbank.org/bitstream/handle/10986/25030/ 9781464807794.pdf ?sequence=2&isAllowed=y

	Los métodos de evaluación de la política pública más utilizados en la literatura son (a) Regresión discontinua, (b) Pareamiento, (c) Variables instrumentales y (d) Diferencias en diferencias. La regresión discontinua (RD) utiliza un índice continuo de elegibilidad para determinar el derecho a participar o no en el programa frente a un umbral previamente definido (Khandker et al., 2009). Para la aplicación de regresión discontinua es necesario contar con (a) un índice continuo de elegibilidad que permita clasificar a los grupos de interés y (b) una puntuación mínima que permita segmentar o dividir a los grupos de interés (Imbens & Lemieux, 2008). El método de RD se ha utilizado para evaluar especialmente programas sociales (Angrist & Lavy, 1999; Malamud & Pop-Eleches, 2010), incentivos al mercado laboral (Bérgolo & Cruces, 2011; Lemieux & Milligan, 2004) y asistencia de seguridad social (Duflo, 2000a; Ravallion, 2007). Por el contrario, el análisis de la política pública en medio ambiente es escaso en la literatura, Chay & Greenstone (2003) realizaron un análisis del efecto de la contaminación atmosférica en la salud infantil donde aplican una regresión discontinua para cuantificar el impacto en la mortalidad infantil de la regulación del acta de 1970 en Estados Unidos. Otros estudios relacionados al ambiente y regresión discontinua están dentro del campo de la biología y ciencias forestales (Yuan, Paul, & Thomas, 2009).  
	El método de pareamiento (MP), también conocido como matching o emparejamiento, utiliza técnicas estadísticas para construir un grupo artificial de comparación, que permita asumir que no hay diferencias no observadas entre el grupo de tratamiento y el de comparación (Gertler et al., 2016). El método de MP no define un indicador de asignación o separación de los grupos permitiendo el uso de la información disponible, donde el contra factual será el grupo que no pertenece al programa pero que pertenece al grupo de datos apareados. Para el uso de esta técnica es necesario una gran cantidad de datos (Blundell et al., 2008). El método MP  se ha utilizado específicamente en la evaluación de programas de desarrollo (Chen, Mu, & Ravallion, 2008; Dehejia & Wahba, 1998; Jalan & Ravallion, 2003). En el campo de la evaluación de políticas relacionadas con el medio ambiente la literatura es escasa, Ferraro, McIntosh, & Ospina (2007) aplicaron la técnica MP para analizar la eficacia de la Ley de Especies Amenazadas de Estados Unidos considerando un grupo de control a la especies no ubicadas en la lista de especies amenazadas versus las especies que se encuentran en la lista. Los resultados mostraron que la inclusión en el listado es perjudicial para la recuperación de las especies. Este trabajo pone en relevancia el uso de estos métodos para el análisis de la biodiversidad.
	El método de variables instrumentales (VI) aplicado a la evaluación de política pública se utiliza para disminuir el efecto de autoselección provocado por una variable endógena no considerada haciendo que la diferencia de medias entre los grupos no sea consistente (S. Khandker et al., 2009). El método de VI ha sido utilizado para el análisis de políticas educativas (Angrist & Keueger, 1991; Oreopoulos, 2006), mercado laboral (Angrist & Kugler, 2003) y seguro social (Angrist, 1990). En el campo de la política ambiental Pitt, Rosenzweig, & Hassan (2006) utilizan variables instrumentales para analizar la influencia del uso de combustibles fósiles en la salud de los hogares de India y Bangladesh. Los resultados mostraron que la estructura de los hogares, los niveles nutricionales, el tipo y ubicación de la cocina afectan a la salud de la mujer y niños de los hogares. Khanna & Damon (1999) utilizaron VI para analizar el impacto del programa voluntario de emisiones tóxicas de Estados Unidos en el desempeño económico de la empresas de la industria química. Los resultados muestran que los beneficios del reconocimiento público y los costos evitados por la regulación ambiental afectan positivamente en el rendimiento económico de las empresas. Finalmente, Rivera (2002) utilizó VI para analizar la influencia de los programas ambientales voluntarios en el desempeño de las empresas hoteleras con certificación de turismos sostenible en Costa Rica. Los resultados muestran que los hoteles con un desempeño ambiental superior al certificado muestran una ventajas frente a los competidores, adicionalmente el monitoreo gubernamental y el valor social acompañan el efecto positivo del programa.
[bookmark: _Toc474257121]	Finalmente, se menciona el método de diferencias en diferencias (DD) o doble diferencias, método que se va aplicar a la presente investigación. El método de DD ha sido muy utilizado para la evaluación de la política pública y dentro de la literatura su uso es muy popular en los escenarios de evaluación de la política educativa (Duflo, 2000b), programas sociales (Bertrand, Duflo, & Mullainathan, 2004; S. R. Khandker, Bakht, & Koolwal, 2009), seguro social (Bérgolo & Cruces, 2011), mercado laboral (Card & Krueger, 1994), salud (Abadie, Diamond, Hainmueller, & Kennedy, 2007; Donohue & Levitt, 2001; Galiani et al., 2005), seguridad (Abadie & Gardeazabal, 2003; Tella & Schargrodsky, 2004), innovación (Afcha & Garcia-Quevedo, 2014) y tecnología (Jensen & Oster, 2008). Con respecto al análisis de la política pública sobre medio ambiente la literatura es escasa, Bennear (2007) utiliza el método DD para analizar la influencia de los programas de regulación en la gestión de protección ambiental en los niveles de contaminación de las empresas manufactureras en Estados Unidos. Los resultados muestran que la regulación basada en gestión tiene un efecto positivo en el desempeño ambiental de las plantas manufactureras. Finalmente, Bennear & Coglianese (2004) muestran que la aplicación del estimador DD puede generar un estimador válido para las relaciones causales si existieran diferencias no observables entre los grupos de control y tratamiento. 
Propuesta Metodológica
Formalmente para la presente investigación se evalúa la política pública de la Estrategia Nacional de Cambio Climático realizada en el año 2012 sobre la capacidad de gestión de protección ambiental de las empresas manufactureras en el Ecuador, considerando los modelos propuestos por Bennear & Coglianese (2004b), Gertler, Martinez, Premand, Rawlings, & Vermeersch (2010) y Khandker et al. (2009) y se expresa con la siguiente ecuación: 
GPAit = α0 + α1Etratit + α2 Etratit*Post + α3Cemit  + φt + δt + εi		(4)
Donde, 
GPAi 		= es el gasto en protección ambiental de la empresa i en el     tiempo t.
Etratit 	= 1 si la empresa manufacturera i realizó gasto ambiental en el tiempo t.
= 0 si la empresa manufacturera i no realizó gasto ambiental en el tiempo t.
Etratit *Post	= es una variable de interacción entre la variable de tratamiento y la política pública.
Cemit 	= matriz con información característica de las empresas manufatureras i en el tiempo t.
φt  y δt	= representan información temporal y demográfica que permanece con efectos fijos, que si bien esta correlacionado con la empresa no genera un efecto causal por la política.
α1 y α2	= representan el efecto causal de la política pública sobre el grupo de tratamiento i en el tiempo t.
εit	= es el termino de error.

La población definida para el presente estudio está conformada por las empresas registradas en la Base de Datos del Directorio de Empresas y Establecimientos del Instituto Nacional de estadísticas y Censo (INEC), específicamente se selecciona a empresas públicas y privadas con
ingresos superiores a US$100001 y/o 10 o más personas ocupadas, cuya Actividad Económica Principal de acuerdo a la Sección de la Clasificación Nacional de Actividades Económicas CIIU – Revisión 4.0 son: (a) Explotación de minas y canteras; (b) Industrias manufactureras; (c) Construcción; (d) Comercio al por mayor y al por menor; reparación de vehículos automotores y bicicletas con Manufactura como segunda actividad, (e) Transporte y almacenamiento, (f) Actividades de alojamiento y de servicio de comidas. El directorio de Empresas y Establecimientos es el insumo principal para el levantamiento de la Encuesta de Información Ambiental Económica en Empresas (EIAEE).
A partir de la información proveniente de la EIAEE se construye un panel de datos entre los períodos 2009 y 2015, se procede a seleccionar los grupos de control (empresas manufactureras que no han realizado gasto ambiental) y el grupo de tratamiento (empresas manufactureras que  han realizado gasto ambiental). Posteriormente, mediante la utilización del software STATA 13.0 se utiliza el método de diferencias en diferencias para estimar la influencia de la política pública en la capacidad de gasto en protección ambiental de las empresas manufactureras a partir de la aplicación de la Estrategia Nacional de Cambio Climático promovida en el año 2012. Finalmente, se realiza varios experimentos falsos para corroborar la validación de la influencia de política pública realizada en el año 2012.
[bookmark: _Toc474257135]Conclusión
	La literatura presenta varios métodos de evaluación de la política pública, de los cuáles, el método de DD a utilizar en esta investigación se muestra un amplio uso en los contextos de política educativa (Duflo, 2000b), programas sociales (Bertrand et al., 2004; S. R. Khandker et al., 2009), seguro social (Bérgolo & Cruces, 2011), mercado laboral (Card & Krueger, 1994), salud (Abadie et al., 2007; Donohue & Levitt, 2001; Galiani et al., 2005), seguridad (Abadie & Gardeazabal, 2003; Tella & Schargrodsky, 2004), innovación (Afcha & Garcia-Quevedo, 2014) y tecnología (Jensen & Oster, 2008). Sin embargo, existe una limitada pero creciente literatura sobre la evaluación de la política pública en la gestión de protección ambiental que realizan las empresas (Bennear, 2007b; Bennear & Dickinson, 2005; Chay & Greenstone, 2003; Ferraro, Mcintosh, & Ospina, 2006; Khanna & Damon, 1999b; Pitt, Rosenzweig, & Nazmul Hassan, 2006; Rivera, 2002), y que es la problemática de análisis del presente estudio. Los resultados de la presente investigación permitirán contribuir a comprender los efectos de la implementación de la política pública en el ámbito de la protección ambiental, y que factores empresariales contribuyen a la eficiencia de la política. De la misma manera, los resultados permitirán a portar al conocimiento de la problemática dentro del contexto latinoamericano. 
Para el presente estudio se plantea utilizar el método de diferencias en diferencias para determinar la influencia de la política pública en la capacidad de gasto en protección ambiental de las empresas manufactureras en el Ecuador. Se construye un panel de datos a partir de la Encuestas de Información Ambiental Económica en Empresas levantada por el Instituto Nacional Estadística y Censo para el período 2009 y 2015. Se define el tratamiento de aplicación de la política pública mediante la implementación de la Estrategia Nacional de Cambio Climático del año 2012, se establece dos grupos uno de control, las empresas que no realizan gasto ambiental, y un grupo de tratamiento, empresas que si realizan gasto ambiental. La validez y confiabilidad de los resultados se realiza a través del test de hausman.
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